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Aprobada según Acta de Sala No. 35 de la misma fecha.
Ref.: Tutela instaurada por SOFÍA ALEJANDRA SANTODOMINGO LAFORIEE contra REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL y OTRO.

MATERIA DE DEBATE
Se procede a resolver la impugnación presentada contra el fallo proferido el 15 de abril de 2013, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá
, por el cual se declaró improcedente la acción de tutela incoada por SOFÍA ALEJANDRA SANTODOMINGO LAFORIEE contra la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL y la FISCALÍA 138 SECCIONAL DE BOGOTÁ.

HECHOS - PRETENSIONES

A través de apoderado la señora SOFÍA ALEJANDRA SANTODOMINGO LAFORIEE presentó acción de tutela, en la cual deprecó se declare que la FISCALÍA 138 SECCIONAL DE BOGOTÁ y la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, le están vulnerando sus derechos fundamentales al debido proceso y libre desarrollo de la personalidad, por cuanto a raíz de un trámite que adelantó ante la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, se le cambió el número de la cédula de ciudadanía que inicialmente se le otorgó, esta es, la No. 37.840.602, asignándosele como nuevo número la 52.751.972, con la cual ha venido desarrollando todas sus actividades desde hace varios años, y para probar ello adjuntó a la presente demanda, fotocopia de su declaración de renta, certificado laboral, pasaporte, constancia de afiliación a medicina prepagada, y de certificados de tradición de inmuebles, documentos todos en los que  aparece con el último número citado.

Sostuvo el apoderado de la accionante, que a su prohijada se le adelantó un proceso penal, en el que se le imputó el delito de obtención de documento público falso, el cual culminó con resolución de preclusión de la investigación de data 31 de agosto de 2004, emanada de la Fiscalía 177 Seccional de Bogotá, pero siendo apelada por el Ministerio Público fue revocada, por lo que se ordenó continuar con la investigación, pasando las diligencias a la Fiscalía 138 Seccional de Bogotá, en donde el 4 de noviembre de 2005 se le dictó resolución de acusación por el delito de Falsedad en Documento Público Agravado por el uso en calidad de determinadora, ordenando además, cancelar el cupo numérico 52.751.972 con el cual venía identificándose hacía varios años, y en consecuencia, la Registraduría Nacional del Estado Civil así lo hizo.

Precisó el abogado de la accionante, que el día 20 de mayo de 2008 el Juzgado 36 Penal del Circuito de Bogotá, decretó la nulidad de la actuación procesal desde la resolución que resolvió revocar la de preclusión, y con ocasión de una petición que elevó a través de apoderado la accionante a la Registraduría Nacional del Estado Civil, mediante Resolución 2482 de 2010 se dio vigencia a la precitada cédula 52.751.972, al tiempo que se dio por cancelada la cédula 37.840.602, por no poder existir doble cedulación
.

Así las cosas, y en razón de la declaratoria de nulidad antes mencionada, el expediente regresó a la Fiscalía 138 Seccional de Bogotá, en donde por Resolución del 11 de mayo de 2010 se decidió precluir la investigación por haber prescrito la acción penal, pero seguramente -dijo el abogado- por desconocerse la existencia de la Resolución emitida por la Registraduría, que había cancelado la cédula 37.840.602 y revivida la cédula 52.751.972,  nuevamente la mencionada Fiscalía ordenó la cancelación de esta última, decisión que fue confirmada el 11 de enero de 2012 por la Fiscalía 40 Delegada ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, quien sólo se ocupó de verificar el acaecimiento del fenómeno prescriptivo.

Regresadas las diligencias a la Fiscalía 138 Seccional de Bogotá, ofició a la Registraduría Nacional del Estado Civil, ordenando la cancelación de la cédula 52.751.972 expedida el 25 de abril de 2003 a favor de SOFÍA ALEJANDRA SANTODOMINGO LAFORIEE, y por ello mediante Resolución 1793 de 2012, tal entidad nuevamente canceló dicho cupo numérico, por lo que quedó sin identificación, pues recuérdese que la Registraduría por doble cedulación había cancelado la Número 37.840.602.

Así las cosas -considera el apoderado de la accionante-, con las actuaciones de la Fiscalía 138 Seccional de Bogotá y de la Registraduría Nacional del Estado Civil, se le ha causado un grave perjuicio a su prohijada, consistente en dejarla sin cédula de ciudadanía, vulnerándole así el derecho fundamental al debido proceso, pues esta última entidad, con fundamento en una decisión de la Fiscalía y sin haberla escuchado, la puso en una situación que le cohíbe el derecho al libre desarrollo de la personalidad, pues al cancelársele los dos cupos numéricos le echaron al traste un sin fin de derechos legítima y legalmente adquiridos, entre otros el de la personalidad jurídica, y por ende la capacidad de ser sujeto de derechos y obligaciones.

En consecuencia deprecó, se ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil, dejar sin efecto la última Resolución que canceló el cupo numérico 52.751.972 que es con el que su representada ha adquirido los derechos y obligaciones de los es que sujeto, y es el que le permitirá seguirlos ejerciendo a plenitud
. 

Con la demanda de tutela, además de los documentos líneas atrás mencionados, se anexó poder al abogado que presentó la presente acción, de las Resoluciones 2482 de 2010 y 1793 de 2012 emanadas de la Registraduría Nacional del Estado Civil, y de la Resolución de data 11 de mayo de 2010 de la Fiscalía 138 Seccional de Bogotá, por la cual se declaró la preclusión de la instrucción “en favor de la sindicada JUDY HENRÍQUEZ HERNÁNDEZ y/o SOFÍA ALEJANDRA SANTODOMINGO LAFORIEE” por haber operado el fenómeno de la prescripción de la acción, y la cancelación de la cédula 52.751.972 “por ser el acto de expedición de dicha cédula, producto de información parcialmente falsa”, y de la providencia emitida por la Fiscalía 40 Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá, por la cual se confirmó la anteriormente citada.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. La acción de tutela fue admitida mediante providencia de fecha 2 de abril de 2013, y en consecuencia se ordenó notificar a la Fiscalía 138 Seccional de Bogotá, a la Registraduría Nacional del Estado Civil, y se vinculó como tercero con interés, a la Fiscalía 40 Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá. 

2. Mediante oficio de fecha 5 de abril de 2013, la Jefe de la Oficina Jurídica de la Registraduría Nacional, solicitó denegar la acción de amparo, por cuanto la decisión de cancelar el cupo numérico 52.751.972 obedeció al cumplimiento de una decisión judicial
. 

3. La Dra. Esperanza Peña Redondo, en calidad de Fiscal Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá, informó que en efecto esa Delegada dictó providencia por la cual se confirmó la emitida por la Fiscalía 138 Seccional de Bogotá, en la cual se profirió resolución de preclusión a favor de “JUDY HENRÍQUEZ HERNÁNDEZ y/o SOFÍA ALEJANDRA SANTODOMINGO LAFORIEE”, por haber operado el fenómeno de la prescripción de la acción penal, sin embargo, el recurso de apelación fue planteado por el Ministerio Público teniendo como tema exclusivo el disenso respecto de la adecuación de la conducta endilgada, al considerarse que lo configurado era el delito de Falsedad Material en Documento Público Agravada por el Uso, por lo que tal acción no estaba prescrita, y por ello el estudio estuvo dirigido a tal aspecto, sin que se hubiera hecho ninguna consideración sobre el tema de la tutela, esto es, la cancelación del cupo numérico de la cédula de ciudadanía presuntamente obtenido con vulneración del bien jurídico de la Fe Pública
.

4. Por su parte, el doctor Cesar Augusto Rueda Gómez, en calidad de Fiscal  138 Seccional de Bogotá, después de relatar los pormenores de la investigación penal que se siguió en contra la de accionante, precisó que la decisión de ordenar la cancelación de la cédula de ciudadanía número 52.751.972, estuvo fundamentada en los artículos 21 y 66 de la Ley 600 de 2000, que ordena al funcionario adoptar las medidas necesarias para que cesen los efectos creados por la comisión de la conducta punible, y por ende, la cancelación de los registros obtenidos fraudulentamente, esto, cuando aparezcan demostrados los elementos objetivos del tipo.

En tal sentido indicó, que del material probatorio se podía establecer que la sindicada acudió a la Registraduría Auxiliar de Tunjuelito y obtuvo un nuevo cupo numérico mediante el suministro de información falsa, y que si bien no podía dejar la Fiscalía de declarar la prescripción de la acción penal, no era dable 

“… sanear la espureidad advertida en el sentido de tener por válido amén de la prescripción declarada, la cédula de ciudadanía obtenida con información falsa suministrada al servidor público competente (Registraduría Nacional del Estado Civil de Tunjuelito), siendo el camino correcto y ajustado a derecho por parte de la actora sindicada, allegar el registro civil modificado con el cambio de nombre mediante escritura pública 965 del 16 de abril de 2004, cambio este que realizó después de ocurrida la conducta punible que fue objeto de investigación (25 de abril de 2003), a la Registraduría Nacional del Estado Civil, para que, sobre su cupo numérico de cédula original, valga decir, el cupo numérico No. 37.840.602 que originalmente y en forma legal aparecía con el nombre inicial YUDY HENRÍQUEZ HERNÁNDEZ, para efectos de ser expedida nueva cédula o duplicado de la misma con el mismo cupo numérico pero a nombre de SOFÍA ALEJANDRA SANTODOMINGO LAFORIEE en virtud de su derecho de cambiar por una sola vez su nombre, tal como lo hiciera pero con posterioridad a la ocurrencia del punible que ocupó a esta Delegada.”

LA SENTENCIA IMPUGNADA

La Sala de primera instancia, luego de citar en el fallo impugnado los hechos que dieron origen a la presente acción tutelar, precisó que lo pretendido por la accionante era cuestionar la decisión adoptada el día 11 de mayo de 2010 por la Fiscalía 138 Seccional de Bogotá, relacionada con la cancelación de la cédula de ciudadanía número 52.751.972 expedida en abril 25 de 2003 a favor de SOFÍA ALEJANDRA SANTODOMINGO LAFORIEE.

Observó el a quo que en la acción penal, la señora SANTODOMINGO LAFORIEE estuvo representada por abogado defensor, por lo que era ante ese escenario que debió manifestar su inconformidad con lo dispuesto en el numeral 4 de la resolución dictada por la mencionada Delegada -cancelación de la cédula 52.751.972-, la cual fue confirmada por la Fiscalía ad quem, en razón de que la apelación presentada por el Ministerio Público únicamente versó sobre el tema de la prescripción de la acción penal, luego, el silencio de la parte investigada evidenció su conformidad con el proveído de primer grado.

Pero además, en sentir del a quo, la accionante en momento alguno estaba en la imposibilidad de identificarse y ejercer sus derechos como ciudadana como consecuencia de la orden dada por la Fiscalía 138 Seccional de Bogotá, y menos por lo dispuesto en la Resolución 1793 de 2012 de la Registraduría Nacional del Estado Civil, pues estaba en libertad de solicitar ante la autoridad competente la expedición de la cédula con el cupo que primigeniamente le fue asignado en diciembre de 1998, encontrándose en sus manos hacer uso de los medios para obtener plena identificación, sin que entonces, el juez constitucional pudiera desplazar las funciones que por ley le corresponden a la Registraduría Nacional del Estado Civil
.

ARGUMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

El apoderado de la accionante impugnó el fallo anterior, reiterando los hechos y argumentos expuestos en la demanda de tutela, e indicando que no estaba de acuerdo con la conclusión a la cual llegó el a quo, en el sentido de que su prohijada cuenta con otros medios de defensa para obtener una nueva cédula de ciudadanía, según el trámite previsto en la ley para tal fin, esto es, aportando el registro civil de nacimiento y la escritura pública No. 965 de abril de  2004, mediante la cual se cambió de nombre.

Al respecto dijo, que si bien la Corte Constitucional había limitado la acción de tutela en casos en los cuales el accionante no cuenta con otro mecanismo idóneo, no obstante la misma Corporación ha señalado eventos en los cuales, a pesar de que el ciudadano cuenta con otros mecanismos, la tutela puede ser procedente, esto es, cuando no son idóneos, o de no concederse la tutela se produciría un perjuicio irremediable a los derechos fundamentales.

Así, si bien en este caso su representada podría obtener la cédula, tal como lo sugería la decisión impugnada, no obstante, su existencia y personalidad está atada al cupo numérico 52.751.972, pues al cambiársele tendría incidencia en todo el sistema financiero y de seguridad social integral, y en las bases de datos públicos y privados, aunado a que el perjuicio era actual.

Además, no existió ninguna sentencia que haya declarado la supuesta falsedad documental, pues además de que su cliente es inocente, salió del proceso penal con su presunción de inocencia intacta porque la acción se extinguió, luego, si la cédula era falsa, debió adelantarse el respectivo proceso administrativo correspondiente, claro está, respetando el debido proceso y ante la Registraduría Nacional del Estado Civil, por lo que deprecó entonces, se revoque el fallo del a quo, y en su lugar se acceda a las súplicas de la acción de amparo, y en consecuencia se disponga dar vigencia a la cédula 52.571.972.

CONSIDERACIONES
Competencia: En virtud de lo dispuesto en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y los artículos 31 y 32 del Decreto 2591 de 1991, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, es competente para conocer en segunda instancia de la impugnación interpuesta contra el fallo proferido el día 15 de abril de 2013, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, a través del cual se declaró improcedente la acción de amparo impetrada por SOFÍA ALEJANDRA SANTODOMINGO LAFORIEE contra la FISCALÍA 138 SECCIONAL DE BOGOTÁ, y la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL.

Procedibilidad: La acción de tutela exige algunos presupuestos sin cuya concurrencia no es factible abordar el análisis de fondo del asunto, así lo establece el artículo 86 de la Constitución Política, y ha sido plenamente ilustrado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, se trata de una garantía de protección directa, inmediata y efectiva de los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares.
Esta garantía constitucional, para su correcto ejercicio, ha sido exceptuada para aquellos casos donde existan otros medios de defensa judicial, a menos que los mismos resulten ineficaces, así como en el evento de que emerja un perjuicio irremediable que vuelva apremiante su utilización en la forma transitoria. 

Con fundamento en las prescripciones contenidas en el antes mencionado artículo de la Carta Política, y habida cuenta del desarrollo jurisprudencial que sobre el tema relacionado con la competencia para tramitar y decidir sobre acciones de tutela relacionados con la obtención de cédulas de ciudadanía, considera esta Sala, a diferencia de lo estimado por el a quo, que la presente acción sí supera el test de procedibilidad, y por ende entrará al estudio de fondo del problema jurídico que más adelante se precisará.

En efecto, sobre la procedencia de la acción de tutela en casos como el que ahora se ocupa nuestra atención, la Corte Constitucional en sentencia T-006 de 2011, precisó: 

“En este caso la tutela es procedente porque busca evitar un perjuicio irremediable

3. De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela procede (i) cuando no existan otros medios de defensa judicial, (ii) cuando existan pero no sean eficaces para salvaguardar los derechos fundamentales, o (iii) cuando lo sean, pero no para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable (art. 86, C.P.). En este caso, la Corte Constitucional considera que la acción de tutela debe considerarse procedente y estudiarse de fondo, porque aun cuando contra la decisión de la Registraduría es procedente interponer acciones contenciosas, la tutela se emplea para evitar un perjuicio irremediable. 

4. En efecto, el perjuicio es más que inminente (es actual), porque al decir del peticionario hoy por hoy es portador de un documento de identidad que no refleja de forma acertada algunos de los atributos de su personalidad. Ese perjuicio tiene la virtualidad de ser grave, porque si se prolonga puede afectar no sólo su derecho a la personalidad jurídica, sino dificultarle en general su identificación, con lo cual se puede entorpecer de forma relevante el libre desarrollo de su personalidad, su relación con el Estado y con los demás particulares. En esa medida, el caso amerita una respuesta institucional urgente e impostergable.
 Por tanto, la Sala procederá a resolver de fondo los problemas jurídicos antes planteados.” (subrayado y negrilla fuera de texto).
Entonces, como el presente caso está referido a hechos en los que a la accionada se le canceló tanto el cupo numérico de cédula que inicialmente se le asignó, como el que posteriormente le fue dado, es indudable que actualmente se le está afectando el derecho a la personalidad jurídica de que trata el artículo 14 de la Constitución Política, lo cual de contera hace que se le dificulte en grado absoluto su identificación, lo cual lógicamente implica el entorpecimiento del desarrollo de sus relaciones con el Estado y demás particulares, y ello, indudablemente la sitúa ante un perjuicio que podría convertirse en irremediable, y que es actual.

Así las cosas, independientemente de que en su momento la accionante no haya cuestionado la decisión tomada por la Fiscalía 138 Seccional de Bogotá, mediante la interposición de los recursos pertinentes, y que tampoco haya atacado la Resolución de la Registraduría Nacional del Estado Civil a través de la cual, en cumplimiento de lo ordenado por la citada Fiscalía, dio por cancelado la precita cédula de ciudadana número 52.751.972, lo cierto es que, en estos momentos, las decisiones tomadas por las accionadas se encuentran en firme, y la accionante no puede a estas alturas atacarlas, y por ello es que sí se encuentra frente a un perjuicio actual, como lo es la carencia de identidad, pues a ningún nacional colombiano, independientemente de los problemas jurídicos que haya afrontado, puede negársele el derecho a tener personalidad jurídica.

Entonces, conforme a la jurisprudencia del máximo órgano de la Jurisdicción Constitucional, la acción de tutela supera el test de procedibilidad, y por ende se habrá de revocar el fallo de primera instancia que la declaró improcedente, y por consiguiente abordará al estudio del problema jurídico propuesto, a fin de determinar si en el presente caso a la accionante se le ha vulnerado alguno de los derechos fundamentes que afirma le están siendo conculcados.

Problema jurídico. De esta manera, se entra al fondo del asunto puesto con consideración del Juez constitucional, esto es, determinar si al haberse cancelado los dos cupos numéricos de cédula de ciudadanía que en su momento le fueron asignados a la señora JUDY HENRÍQUEZ HERNÁNDEZ (37.840.602 expedida el 17 de diciembre de 1998 en Bucaramanga) y/o SOFÍA ALEJANDRA SANTODOMINGO LAFORIEE (52.751.972 expedida el 25 de abril de 2003, en Bogotá, D.C.), conlleva a la vulneración de derechos fundamentales.

Para resolver el anterior problema, es necesario indicar, que de acuerdo con lo estipulado en el artículo 14 de la Constitución Política, “toda persona tiene derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica”, siendo la cédula de ciudadanía de suma importancia, pues con ella “se acredita la personalidad de su titular en todos los actos jurídicos o situaciones donde se le exija la prueba de tal calidad” (Sentencia C-511 de 1999, M.P. Dr. Antonio Barrera Carbonell).

De tal manera, que toda persona tiene el derecho a contar con cédula de ciudadanía, sin embargo en el caso en particular, mediante Resolución 2482 de 2010, el Director Nacional de Identificación de la Registraduría Nacional, decidió, por petición que le hiciera el abogado Jaime Enrique Granados Peña a nombre de la aquí accionante, “cancelar por doble cedulación la primera cédula número 37.840.602 expedida el 17 de diciembre de 1998 en Bucaramanga – Santander, a nombre de JUDY HENRÍQUEZ HERNÁNDEZ, de manera que se restablezca la vigencia del documento con el cual acredita se ha identificado desde el 25 de abril de 2003, esto es la cédula de ciudanía número 52.751.972 expedida en Bogotá, D.C.”.

Y posteriormente, por Resolución 1793 de 2012, el mismo funcionario, dispuso “Cancelar por falsa identidad o suplantación la cédula de ciudadanía número 52.751.972 expedida el 25 de abril de 2003 en Bogotá Cundinamarca, a nombre de SANTO DOMINGO LAFORIEE SOFÍA ALEJANDRA”, es decir, que actualmente la accionante, no cuenta con cédula de ciudadanía vigente, con la cual pueda identificarse legalmente.

Por lo anterior, a no dudarlo, a la accionante actualmente se le está vulnerando el derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, pues no cuenta con cédula de ciudadanía, con la cual se acredita la identificación de las personas, y el ejercicio de sus derechos civiles y políticos.  Precisamente sobre el tema de la identificación, la Corte Constitucional, en sentencia C-511 de julio 14 de 1999, M. P. Antonio Barrera Carbonell, precisó:

“Jurídicamente hablando, la identificación constituye la forma como se establece la individualidad de una persona con arreglo a las previsiones normativas. La ley le otorga a la cédula el alcance de prueba de la identificación personal, de donde se infiere que sólo con ella se acredita la personalidad de su titular en todos los actos jurídicos o situaciones donde se le exija la prueba de tal calidad. En estas condiciones, este documento se ha convertido en el medio idóneo e irremplazable para lograr el aludido propósito.

De otra parte, la cédula juega papel importante en el proceso de acreditación de la ciudadanía, que se ejerce por los nacionales a partir de los 18 años y que, en los términos del artículo 99 de la Constitución, es la ‘...condición previa e indispensable para ejercer el derecho de sufragio, para ser elegido y para desempeñar cargos públicos que llevan anexa autoridad o jurisdicción…
Pero, además de lo señalado, la cédula de ciudadanía constituye también un medio idóneo para acreditar la ‘mayoría de edad’, o sea, el estado en que se alcanza la capacidad civil total, circunstancia en  que se asume por el legislador que la persona ha logrado la plenitud física y mental que lo habilita para ejercitar válidamente sus derechos y asumir o contraer obligaciones civiles.” 
Y sobre la trascendencia que tiene el deber del Estado a expedir la cédula de ciudadanía, y frente a la protección del derecho a la personalidad jurídica, la Corte Constitucional, en sentencia T- 909 de agosto 27 de 2001, M.P. Jaime Araújo Rentería, precisó: 
“Es así como dentro del desarrollo del derecho a la personalidad jurídica se reconoce el estado civil de las personas, mediante la expresión de una determinada situación o calidad como la nacionalidad, el sexo, la edad… También se relaciona con el reconocimiento de derechos subjetivos tanto públicos como privados, situándose dentro de los primeros los propios de quien es reconocido por la Constitución y la ley como ciudadano, esto es, el derecho político al voto, el ejercicio del derecho de protección jurídica y las correlativas obligaciones concretas para las personas como… pagar impuestos, cumplir el servicio militar obligatorio etc.

En este orden de ideas, la cédula de ciudadanía es un documento que adquiere especial relevancia para acreditar el reconocimiento de estos derechos y obligaciones y por ende, para el reconocimiento y ejercicio del derecho a la personalidad jurídica de la personas.” (subrayado y negrilla fuera de texto).
Entonces, “la Registraduría Nacional del Estado Civil tiene el deber de tramitar, expedir, renovar y rectificar, según el caso, la cédula de ciudadanía a toda persona que tenga derecho a tal documento, que de acuerdo con el ordenamiento jurídico, posibilita el ejercicio de significativos derechos constitucionales y legales, como son los derechos civiles y políticos, la acreditación de la ciudadanía y la determinación de la identidad personal”. T-721-10 M.P. Nilson Pinilla Pinilla. 
Así las cosas, siendo la cédula de ciudadanía el instrumento necesario para la identificación de las personas, no es aceptable que en razón de las decisiones tomadas por las autoridades accionadas, actualmente la accionante carezca de identificación personal, en otras palabras de cédula de ciudadanía, por lo que esta Sala deberá protegerle el derecho a la personalidad jurídica.

Por lo anterior,  se ordenará a la Registraduría Nacional del Estado Civil, que un término no mayor de 10 días, proceda a citar a la accionante a fin de escucharla
 y recibir de la misma la documentación que la ley exija y que considere pertinente a fin de que se le expida la cédula de ciudadanía que le corresponda, verbi gratia, el registro civil de nacimiento actualizado en el cual aparezca su nombre actual, a fin de que, efectuado lo anterior, conforme el procedimiento establecido en la ley para tal fin, se le expida la cédula con el cupo numérico que legalmente le corresponda, esto es el 37.840.602 o 52.751.972, pues no es dable al juez constitucional, asignarlo, en tanto ello es de resorte de la Registraduría Nacional del Estado Civil
.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Segunda Instancia Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el fallo dictado el día 15 de abril de 2013 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, que declaró improcedente la acción de tutela impetrada por  SOFÍA ALEJANDRA SANTODOMINGO LAFORIEE contra la FISCALÍA 138 SECCIONAL DE BOGOTÁ y la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, para en su lugar CONCEDER el amparo fundamental al derecho a la personalidad jurídica, por las razones expuestas en la parte motiva.

SEGUNDO: ORDENAR a la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL, que un término no mayor de 10 días, proceda a citar a la accionante a fin de escucharla y recibir de la misma la documentación que la ley exija y que considere pertinente a fin de que se le expida la cédula de ciudadanía que le corresponda,  y efectuado lo anterior, conforme el procedimiento previsto en la ley para tal fin, se le expida la cédula con el cupo numérico que legalmente le corresponda.

TERCERO: REMITIR las presentes diligencias a la Corte Constitucional, a efecto de tramitarse su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

          WILSON  RUÍZ OREJUELA                 JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO

                       Presidente                                               Vicepresidente

   JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ               ANGELINO LIZCANO RIVERA           

                          Magistrada                                                Magistrado

MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA        PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO      

                   Magistrada                                                     Magistrado

HENRY VILLARRAGA OLIVEROS

Magistrado

YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

   Secretaria Judicial
� Conformaron la Sala los Magistrados  MARÍA LOURDES HERNÁNDEZ MINDIOLA (Ponente) y ALBERTO VERGARA MOLANO.





� Fls.  20 a 22, c. o.


� Fls.  1 a 15, c. o. 


� Fls.  78 a 82, c. o.


� Fls, 87 y 88, c. o. 





� Fls. 89 a 95, c. o.


� Fls. 134 a 147, c. o.


� Fls. 152 a 162, c. o.


� Ver sentencia T-963 de 2008 (M.P. Jaime Araújo Rentería). En esa ocasión, la Corte estudió también el fondo del asunto, en un caso en que una persona reclamaba la protección de sus derechos, los cuales estimaba violados por la decisión de la Registraduría Nacional del Estado Civil de cancelar una de sus cédulas de ciudadanía.


� En sentencia T-006 de 2011, la Corte Constitucional, se dijo: “Por tanto, la Corte Constitucional le ordenará a la Registraduría Nacional del Estado Civil que: i. le notifique al accionante que esa entidad adelantará el procedimiento de cancelación de cédulas, y ii que cuenta con un término para ser oído (para presentar su versión de los hechos y los documentos que considere necesarios aportar)…”





� “Por tanto, la Corte se limitará a ordenarle a la Registraduría Nacional del Estado Civil que rehaga el procedimiento de cancelación de cédulas, y que sólo después de ello decida si deba cancelar una de ellas o si debe proceder a cancelar ambas, de acuerdo con la causal que estime probada: sólo la múltiple cedulación (art. 67, lit. b, del Código Electoral) o también falsa identidad (art. 67, lit. f, ídem).” Ídem.
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